
NOTICIA DE LIBROS

MAR(A LUISA BALAGUER CALLEJÓN: Interpretación de la Constitución y Ordenamiento jurí-
dico, Tecnos, Madrid, 1997, 182 págs. (Prólogo de Peter Haberle).

La profesora María Luisa Balaguer aco-
mete la difícil tarea de estudiar la interpre-
tación de la Constitución y el ordenamiento
jurídico y lo hace desde un prisma novedo-
so; no limitándose a plantear las numerosas
cuestiones que este tema conlleva, sino
dando respuesta razonada a cada uno de los
problemas hasta llegar a unas conclusiones
precisas y fundamentadas.

Esta claridad de ideas, presente a lo largo
de toda la obra, también se manifiesta en la
concisión del lenguaje y en la estructura del
libro. Así, en una breve introducción apare-
cen trazadas las principales líneas argumén-
tales que se van a seguir, y se establecen
cuáles van a ser los objetivos. En las cuatro
conclusiones finales, la profesora Balaguer
condensa las ideas que ha ido exponiendo
en los tres capítulos anteriores en los que
trata, en primer lugar, la problemática entre
la interpretación y el ordenamiento jurídico.
En un segundo momento pasa a exponer las
teorías sobre la interpretación, y finaliza es-
tableciendo las diferencias e interrelaciones
entre aplicación, interpretación y fuentes
del derecho. Al avanzar en la lectura se
observa una progresiva fundamentación de
las conclusiones que se intentan transmitir
al lector, de tal manera que cada uno de los
Capítulos se encuentra íntimamente vincu-
lado con los demás.

Uno de los principales problemas con los
que se encuentra la autora consiste en de-
terminar la metodología necesaria para rea-
lizar la interpretación constitucional. La
exigencia del pluralismo metodológico a la
hora de realizar esta interpretación no es

incompatible, ajuicio de Balaguer, con «la
unidad interpretativa que se construye a
partir de la supremacía de la Constitución»
(pág. 46).

La autora no se muestra partidaria de una
interpretación constitucional específica, es
decir, al margen del resto del Derecho, por-
que entre otras consecuencias conllevaría
«el aislamiento de la Constitución respecto
de la aplicación de normas no constitucio-
nales» (pág. 41). De ello se deduce que la
interpretación de la Constitución no puede
ignorar su carácter normativo.

Partiendo de la base de que la Constitu-
ción debe interpretarse como una norma de
derecho positivo, se plantea la cuestión de
cuáles van a ser los criterios hermenéuticas
adecuados para interpretarla, esto es, si bas-
ta con el método jurídico tradicional o si,
por el contrario, habrá que recurrir a técni-
cas específicas.

Una de las aportaciones más interesantes
y útiles consiste en las distinciones que la
profesora Balaguer realiza entre conceptos
ya consolidados y que, aun teniendo una
gran importancia en lo que a la interpreta-
ción constitucional se refiere, pueden llegar
a confundirse. Señalemos brevemente las
diferenciaciones más destacadas.

En primer lugar nos encontramos con la
distinción entre reforma y mutación consti-
tucional (págs. 33-35). En efecto, y según
la autora, la sustitución de un texto por otro
(reforma) conlleva la necesidad de acotar
un nuevo campo interpretativo: el del nue-
vo texto. Mientras que cuando se trata de
una reinterpretación del texto en virtud de
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una nueva realidad socio-política (muta-
ción), la cuestión se centra en los límites de
esa mutación, de tal modo que por encima
de esos límites cabría hablar de «pérdida de
vigencia del pacto social».

Posteriormente (pág. 47), se advierte que
no debe confundirse la tarea de interpreta-
ción de las normas con la función jurisdic-
cional ya que mientras la segunda se en-
cuentra atribuida a los jueces con carácter
exclusivo (según establece el artículo 117
(CE) podemos considerar que todos los
agentes sociales son intérpretes de la Cons-
titución.

Asimismo, al diferenciar entre principios
generales, presunciones y analogía iuris,
afirma la autora que las presunciones son
técnicas y no principios, y al tratar la ana-
logía iuris primero la define como técnica
(pág. 122), mientras que en la página 135
comienza a situarla dentro de los principios
tendentes a realizar una labor integradora
de las lagunas del ordenamiento jurídico,
sin identificarla completamente con los
principios generales al no incorporar las
funciones interpretativa, limitativa y direc-
tiva.

Durante el transcurso de su argumenta-
ción llegará a deslindar los principios cons-
titucionales de los generales planteando la
posibilidad de establecer una relación de
jerarquía entre los primeros para concluir
afirmando que resultaría impropio hablar
de jerarquía entre principios, debiendo uti-
lizarse otros términos tales como preferen-
cia aplicativa, primacía o relevancia
(págs. 129-131).

Es sin embargo más adelante (págs. 113
y ss.) cuando la autora, en su pedagógico
afán diferenciador, aborda uno de los as-
pectos fundamentales, situándonos ante los
conceptos de interpretación y aplicación
(términos que aparecen constantemente a lo
largo del libro). De ahí la necesidad de de-
limitarlos y no confundirlos. Partiendo de
una concepción dinámica del derecho, la
profesora Balaguer Callejón analiza ambos
conceptos exhaustivamente, lo cual no es

frecuente entre la doctrina, que suele subor-
dinar el estudio de la segunda a la primera.
La autora sitúa el rasgo fundamental de la
diferenciación en el hecho de que se corres-
ponden con dos fases de un mismo proceso,
de ahí que, a su juicio, la relación entre
interpretación y aplicación pueda concebir-
se también «como una relación ideológica,
de medio afín» (pág. 114).

Interesa destacar otro aspecto analizado
en diversas partes de la obra. Nos estamos
refiriendo a la labor de los aplicadores jurí-
dicos del Derecho, entre los que destaca el
poder judicial, cuyos miembros selecciona-
rán la norma jurídica aplicable a cada caso
pero no podrán dictar instrucciones acerca
de la interpretación o aplicación del orde-
namiento. Partiendo de estas ideas, en la
obra se aborda la importante y siempre
compleja problemática relativa a la articu-
lación entre la jurisdicción constitucional y
la ordinaria en el ejercicio de la labor inter-
pretativa. A este respecto es de destacar la
referencia al importante elemento de unifi-
cación que supone el hecho de que las fa-
cultades del juez respecto de la interpreta-
ción de la Constitución estén «siempre me-
diatizadas por el sometimiento establecido
en la LOPJ a la doctrina emanada del Tri-
bunal Constitucional en todo tipo de proce-
sos» (pág. 72). De ahí también que, cuando
el Tribunal Constitucional, en su calidad de
intérprete supremo de la Constitución, dicte
una sentencia interpretativa ésta será la que
los jueces y Tribunales deberán seguir lanto
por razones de legitimidad, como por impe-
rativo del artículo 5.1 de la LOPJ.

La importante cuestión del efecto unifor-
mador de la doctrina del TC conecta tam-
bién con la interpretación conforme
(pág. 111) ya que ha de realizar la jurisdic-
ción ordinaria, ya que los jueces y Tribuna-
les se verán vinculados por las normas so-
bre interpretación constitucional del Alto
Tribunal y deberán aplicar las pautas inter-
pretativas que el mismo establezca. Existen,
sin embargo, cienos límites, y es precisa-
mente a este respecto donde las menciones
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que la autora realiza a los sistemas de con-
trol concentrado y difuso recobran su im-
portancia, debido a que la interpretación se
ve favorecida en el control concentrado me-
diante las sentencias interpretativas tenden-
tes a evitar la expulsión de la norma objeto
de control del ordenamiento jurídico. Esta-
mos, en definitiva, ante el difícil equilibrio
entre el principio de interpretación confor-
me (que «obliga a entender la Constitución
como un contexto obligado para realizar la
labor interpretativa de cualquier texto de
derecho positivo»), y el riesgo de que el
Tribunal Constitucional se extralimite, for-
zando la interpretación conforme «por en-
cima de la voluntad del legislador, o por
encima de las propias posibilidades lin-
güísticas del texto».

La autora concluye que es al TC a quien
le corresponde establecer en última instan-
cia los criterios hermenéuticas que deben
orientar la actividad interpretativa de los
aplicadores del derecho (pág. 156).

Otra materia a la que se le dedica especial
interés es a la relación entre la tarea inter-
pretativa y las fuentes del Derecho (Capítu-
lo III), ya que la interpretación no puede ser
contraria al sistema de fuentes al que perte-
nece la norma debido a que éste constituye
un obligado punto de referencia en la tarea
interpretativa. La profesora Balaguer se de-
tiene a examinar cada una de las fuentes,
repasando conceptos ya consolidados a los
que añade caracteres nuevos o reafirma
aquellos que no se suelen tener en cuenta ni
se destacan lo suficiente.

Respecto a la costumbre (pág. 119), la
tarea interpretativa es prácticamente inexis-
tente, pudiendo tener su mayor manifesta-
ción en lo relativo al proceso de aplicación
de la misma.

En el detenido análisis que la autora rea-
liza de los principios generales del Derecho
(págs. 125 y ss.) rechaza la tesis normati-
vista estricta que no los considera como
parte del ordenamiento jurídico al no poder
integrarse dentro del concepto de norma, y
además destaca la importancia de integrar

los principios generales de los ordenamien-
tos de los Estados miembros de la Unión
para lograr la construcción de un Derecho
constitucional común europeo.

No son abundantes las citas de otros au-
tores en el propio texto sino que cuando se
refuta una determinada teoría se hace alu-
sión a la Escuela o movimiento al que per-
tence remitiéndonos a las notas a pie de
página; no obstante en ocasiones hace suya
alguna afirmación como sucede cuando se
adhiere a la explicación de Bobbio para dis-
tinguir entre analogía iuris y principios ge-
nerales del Derecho.

En esta obra se emplea una metodología
jurídica que va desarrollando y concretando
conceptos ya conocidos pero delimitándo-
los al ámbito concreto de la interpretación.
Ordena y expone los conocimientos ya al-
canzados que se presentan ahora de una
forma, en nuestra opinión, más sistematiza-
da. De la lectura de estas páginas se deduce
que Balaguer no se limita a aportar más
variantes y problemas, sino que a diferencia
de otros autores los resuelve uno a uno,
descartando diversas posibilidades, hasta
llegar a establecer unas conclusiones claras
y debidamente fundamentadas. Esto es lo
que sucede por ejemplo respecto del dere-
cho de tutela ante el TC, al afirmar que no
se excluyen del ámbito de la jurisdicción
ordinaria ni la interpretación ni la aplica-
ción de la ley, lo cual constituye el punto
de partida de toda su argumentación sobre
la labor interpretativa del juez como aplica-
dor del derecho.

La autora es consciente de la necesidad
de que la interpretación de las normas se
base en una serie de reglas interpretativas al
concebir la interpretación como un proceso
cuya finalidad es determinar el sentido de
la norma referido a un supuesto de hecho
concreto al que se debe aplicar; de ahí la
importancia de utilizar el lenguaje adecua-
do para que el intérprete comprenda el sig-
nificado de las normas.

La Constitución constituye el primer cri-
terio hermenéutico para el intérprete y la
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unidad metodológica es fundamental para
la coherencia del ordenamiento. Sin embar-
go, la pluralidad de ordenamientos jurídicos
implica la diversidad de criterios herme-
néuticos, de ahí que la profesora María Lui-
sa Balaguer se detenga a señalar cómo tras
la Constitución de 1978 y la posterior en-
trada de España en la Unión Europea nor-
mas pertenecientes a distintos ordenamien-
tos se aplican en un mismo territorio, pu-
diendo versar sobre las mismas materias; de
ahí que el intérprete de las normas sea el
encargado de determinar cuál debe aplicar-
se en caso de conflicto.

Especial importancia se atribuye a la in-
terpretación de los derechos fundamentales,
que los poderes públicos tendrán que reali-
zar, por una parte, de conformidad con las
normas internacionales que vinculen al Es-
tado español (en virtud de lo dispuesto en
el artículo 10.2 de la CE); y por otra, respe-
tando el contenido esencial de los mismos
atendiendo a su regulación por ley y espe-
cialmente a la Ley 62/1978. Sin embargo,
la vinculación de los poderes públicos a
estos derechos no va a ser la misma sino
que Balaguer distingue entre la que corres-
ponde al TC, al legislador y al poder judi-
cial. Este último no estará vinculado por la
delimitación que de un determinado dere-
cho realice el Tribunal Constitucional en
los procesos de amparo, sino que la inter-
pretación del Alto Tribunal vinculará al

juez en lo relativo a si se ha vulnerado o no
un derecho fundamental.

Por último cabe señalar que la interpre-
tación no se produce únicamente en el mo-
mento del fallo sino que se realiza en diver-
sas etapas del proceso, como por ejemplo
durante la interpretación de la prueba. La
argumentación jurídica que realicen los
operadores del Derecho contendrá los mo-
tivos por los que han adoptado una deter-
minada decisión y la legitiman ante la so-
ciedad, favoreciendo así el control social
del Derecho.

En suma, Interpretación de la Constitu-
ción y ordenamiento jurídico constituye
una obra que a partir de ahora se convertirá
en un texto básico al haber sabido respetar
las peculiaridades de un tema tan confuso
como el que nos ocupa dando luz a diversos
conceptos que por su especificidad no sue-
len ser definidos o delimitados por la doc-
trina a pesar de que todos ellos sean de
constante utilización, de ahí que lo argu-
mentado a lo largo de estas páginas consti-
tuya un trabajo de enorme utilidad tanto
para la doctrina como para los lectores, al
estar elaborado con una terminología preci-
sa pero al mismo tiempo de fácil compren-
sión, lo que refleja el origen docente e in-
vestigador de la autora.

María José Cando Somoano

JAVIER DEL REY MORATÓ: LOS juegos de los políticos. Teoría general de la información y
comunicación política, Tecnos, Madrid, 1997, 323 páginas.

En la introducción del libro, Javier del
Rey deja claro el propósito que le anima:
conseguir que el elector pueda «leer de otra
manera la próxima campaña electoral».
Partiendo del enfoque persuasivo de la po-
lítica, y basándose en el estudio de múlti-
ples campañas electorales, tanto nacionales
como extranjeras, pretende proporcionar al
ciudadano las claves para comprender la

comunicación política. Todo ello con un
tono divulgativo que trata de acercar las
conclusiones de la Ciencia Política a los
interrogantes e insatisfacciones del ciuda-
dano medio.

La primera parte del libro, titulada El
pensamiento mágico en la sociedad del si-
glo XX, se inicia con un capítulo dedicado
a la relación entre «realidad» y «comunica-
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ción». El punto de partida lo constituye el
papel de los medios de comunicación en la
construcción de aquello que percibimos
como real, estrategia de la que se sirve el
político para conseguir que su mensaje se
perciba como realidad. El autor subraya, a
través de una interpretación muy sugerente,
la presencia de la magia en el actual mundo
desacralizado. El político ha tenido que au-
nar las características de la «edad de la ma-
gia» con las de la «edad de la técnica». Su
«magia social» consiste en introducir la in-
teligencia en el caos, y ello lo hace princi-
palmente a través del lenguaje.

La retórica se sitúa así en un primer pla-
no, y junto a ella las categorías clásicas de
la Teoría General de la Información: el dis-
curso, el orador y el auditorio. El principal
problema de la comunicación política en la
democracia es que la amplitud y compleji-
dad del auditorio condiciona el discurso de
los líderes políticos.

Para analizar la técnica de la argumenta-
ción, Javier del Rey utiliza la tesis de la
llamada «escuela de Palo Alto», según la
cual en nuestro cerebro existen dos hemis-
ferios, el derecho y el izquierdo, cada uno
de ellos con una especialización y con unas
funciones que se complementan. De acuer-
do con esa distinción, los juegos del lengua-
je que despliegan los políticos son ejerci-
cios retóricos que activan el hemisferio de-
recho, persuadiendo más con motivos
afectivos que racionales. El lenguaje de la
emoción, que persigue la seducción, y que
se sirve fundamentalmente de la imagen,
busca no sólo anestesiar el pensamiento crí-
tico sino también la transferencia global a
través de la activación del pensamiento pri-
mario.

El autor no duda en calificar a la socie-
dad como un «gran casino» en el que se
mezclan juegos y jugadores con diversos
objetivos. En concreto, la sociedad es «el
gran casino de la comunicación». En esa
compleja fenomenología social se sitúan las
campañas electorales.

Tras analizar las elecciones alemanas de
31 de julio de 1932, la investigación de Eire
County en 1940, la de Elmira en 1948 y la
de Maxwell McCombs, Javier del Rey se
centra en el juego que los políticos realizan
con nuestras percepciones, sentimientos y
fidelidades, resaltando la «disciplina tea-
tral» del candidato. El candidato profesio-
nal siempre ha de mantener una distancia
suficiente entre su actuación y su afectivi-
dad, al igual que el actor hace con respecto
al papel que representa.

Tres aspectos conectan los juegos con la
comunicación política: la utilidad o interés,
la dependencia de los premios o castigos,
no sólo de las propias jugadas sino también
de las realizadas por otros jugadores, y la
situación de incertidumbre. A su vez, los
juegos del lenguaje están limitados por las
reglas del juego, los resultados de las juga-
das anteriores y las de los competidores.

Tras señalar cuáles son los principales
recursos semánticos utilizados por los par-
tidos —la doctrina, el programa, el eslogan,
el símbolo, la imagen y los juegos de len-
guaje—, el autor ofrece una categorización
de los «juegos de los políticos», la cual
sirve de base para el desarrollo de la segun-
da parte del libro titulada Los juegos del
tablero mediático.

Los primeros en ser analizados son los
que llama «juegos del termómetro social»,
los cuales son emitidos por sociólogos y
tienen su origen en la necesidad de los po-
líticos de reducir la incertidumbre con que
actúan en el mercado, adaptándose a la si-
tuación y evolución de ese mercado. El pri-
mero de estos juegos es el del «oráculo»,
plasmado en los sondeos que condicionan
las estrategias de comunicación de los juga-
dores. Los sondeos acaban siendo «enun-
ciados sobre la realidad que sustituyen a la
realidad». Entre los diversos casos analiza-
dos, como las elecciones españolas de 1982
o de 1996, cabe destacar la influencia de
Internet en las elecciones francesas de 1997
al burlar la prohibición de la ley francesa de
publicar sondeos la semana anterior a la
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consulta electoral. Un ejemplo claro de
cómo la tecnología convierte en obsoleta
una ley.

El «juego del envite» supone el reto que
un candidato hace a otro para que dé la cara,
lo cual suele concretarse en la participación
en un debate televisado. El «juego de la
promesa oportuna» se dirige a las distintas
categorías sociales y parte de la informa-
ción previa sobre las demandas de los dis-
tintos grupos sociales. En la actualidad, el
político sólo puede hacerse una idea apro-
ximada y estadística de su público, debien-
do sus mensajes tener una orientación ge-
neral.

En la comunicación política tiene un pa-
pel muy importante la llamada «espiral del
silencio», la cual lleva a que el individuo se
acomode a lo que dictaminan los grupos en
que se inserta. Ante el miedo a ser aislado,
el individuo se adapta al entorno y opta por
el silencio o por una opinión que no supon-
ga un riesgo excesivo. íntimamente relacio-
nado con la espiral del silencio, se halla el
juego del «voto útil», el cual afecta princi-
palmente al elector indeciso y que tiende a
favorecer al partido con más posibilidades
de triunfo. La filosofía subyacente, y que
llevaría a calificar determinados votos de
«inútiles», atenta contra la misma idea de
democracia y supone una negación de los
derechos de las minorías.

El autor trata de demostrar que la «inge-
niería» y la «magia» caminan juntas en la
sociedad mediática. Los juegos de la inge-
niería mágica han de tener en cuenta que las
estrategias de comunicación se basan en las
palabras, las cuales se «gestionan» para
conseguir legitimidad y para paralizar sim-
bólicamente al adversario. A través del aná-
lisis de la propaganda nazi y de los plantea-
mientos de Hitler, se muestra «la magia de
la palabra hablada» y cómo se llega a ma-
nipular la afectividad.

Procedimientos de enlace y disociación
son utilizados con frecuencia en la comuni-
cación política, así como «técnicas de fre-
nado» como el prestigio o la prevención, la

flexibilidad de las nociones o la yuxtaposi-
ción de dos elementos, uno descriptivo y
otro emotivo, para subrayar el significado
emotivo de las nociones.

El autor introduce numerosos ejemplos
de cómo el «juego de la magia conceptual»
resalta o delimita el significado conceptual
para poder utilizar las asociaciones favora-
bles en sentido propio, y las desfavorables
al servicio de la estrategia destinada a desa-
creditar al adversario. Así, la identificación
de la izquierda como «rojos», de la derecha
como «derechona» o la imposibilidad de
pronunciar la palabra Maastricht en la cam-
paña francesa del 97. La «magia asociativa»
pone el énfasis en el adjetivo, resaltando el
significado afectivo de una palabra. Así, ha-
blar de la derecha «pura y dura» en la cam-
paña española del 93 o del «cambio tranqui-
lo» en las generales del 96.

El «juego de los temas» está predetermi-
nado en gran medida por la información
proporcionada por el juego del oráculo y ha
de tener en cuenta dos variables: el criterio
de los periodistas y el de los ciudadanos.

No cabe duda de que en la sociedad en
la que vivimos se ha impuesto la «cultura
del lenguaje publicitario». El candidato
acaba siendo un «anuncio de sí mismo» y
el discurso político se ve obligado a adoptar
la fórmula publicitaria. La economía de me-
dios, la accesibilidad de las palabras utiliza-
das y la ausencia de argumento y la conver-
sión del mismo orador en mensaje son los
signos distintivos de esta «lucha de frases»
que, según Eulalio Ferrer, ha venido a sus-
tituir a la «lucha de clases».

Javier del Rey dedica un capítulo al aná-
lisis de los «juegos de los espacios políti-
cos»: las etiquetas, esas «categorías básicas
que sirven para distinguir a los jugadores
entre sí», siguen jugando un papel funda-
mental en la comunicación política. La iz-
quierda y la derecha siguen subsistiendo,
aunque algo irreconocibles, y delimitando
una realidad equívoca. Las referencias a los
espacios políticos actúan como modelo bá-
sico de la comunicación política, pero han
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dejado de ser referentes ideológicos para
convertirse en referentes sentimentales y
afectivos.

En los últimos tiempos las referencias a
los extremos están siendo sustituidas por el
«juego del centro», evolución que tendría-
mos que poner en relación con el desarrollo
de los llamados partidos catch-all. Se trata
de un juego que pretende adaptar la comu-
nicación política a un auditorio lo más am-
plio posible y captar los votos indecisos.

La vida política siempre ha tenido un
elevado grado de teutralización, en la cual
son relevantes los hechos diferenciales que
caracterizan a cada grupo. Grupos que se
sitúan en una «posmodernidad mediática»
en la que se combinan la racionalización
con la subjetivación, es decir, el progreso
de la razón instrumental con el repliegue
del sujeto y su regreso a lo próximo.

El llamado «juego de las diferencias no-
torias» se basa en el principio de las identi-
dades colectivas, el cual enfrenta al grupo
con el resto de los grupos. A este juego le
corresponde una utilización de un doble
lenguaje, según se hable al auditorio propio
o al universal. En este contexto, la identidad
cultural ha sido objeto de una tergiversa-
ción en forma de mito, sobre todo por parte
de políticos e ideólogos.

Para ilustrar la «doctrina adventista», si-
guiendo los términos de Merton, la cual
genera un orden categorial del tipo noso-
tros/ellos, el autor repasa la experiencia ita-
liana de la Liga Norte en 1996; la de Cata-
luña, Galicia y País Vasco; la de Córcega
en Francia, Chiapas en México o Quebec en
Canadá.

En la actividad política, la interacción
entre orador y discurso desempeña un papel
muy importante en la argumentación. La
persona es el contexto más valioso para de-
terminar el alcance de una afirmación. De
ahí la importancia concedida a la imagen y
credibilidad de los líderes, y el consiguiente
desarrollo del márketing político. De ahí
que ti político siempre trate de destrozar la
imagen de su adversario porque es la ma-

nera más fácil de restar validez e influencia
a su discurso.

El adversario es creado a través de unas
estrategias que el autor tipifica basándose
en distintos ejemplos de campañas electo-
rales: la lógica binaria, la simplificación tí-
picamente publicitaria, la sustitución de la
complejidad por el estereotipo, la potencia-
ción del flanco débil del adversario, la es-
trategia retórica que obvia el contenido de
los mensajes del adversario, la ridiculiza-
ción de éste, la extrapolación arbitraria, la
demostración de las contradicciones entre
palabras y hechos, la retórica del humor o
el control de la agenda mediática.

En este juego suele triunfar el epíteto
sobre el argumento, y es frecuente el recur-
so al ridículo y al insulto. El ejemplo más
palpable sería la creación del adversario lle-
vada a cabo por Alfonso Guerra. Igualmen-
te se analiza el uso del «lenguaje incendia-
rio» y de «la catástrofe inminente». El ca-
pítulo se cierra con un análisis de dos
discursos, de Hitler y de Pinochet respecti-
vamente, tomados como ejemplo de los jue-
gos utilizados por los dictadores.

A partir de los años 70, en que se inicia
la llamada era de la televisión, la persona-
lización se convierte en la variable funda-
mental de la comunicación política. Aque-
lla no es sólo una técnica periodística, sino
que también es un juego del lenguaje. La
personalización es una manera de hacer in-
teligibles los acontecimientos y las situacio-
nes. De esta manera, «lo que el candidato
es resulta más relevante que lo que el can-
didato dice, porque el mensaje es el candi-
dato». Como ejemplo más revelador, la
conversión de Miterrand en comunicador
audiovisual insuperable.

Como bien ha señalado Postman, la cre-
dibilidad de un narrador es la prueba defi-
nitiva de la verdad de una proposición.
Asistimos a la constitución de un nuevo
universo cultural en que «la credibilidad
como criterio de verdad y la afectivización
como recurso». Las categorías humanas su-
plen a las categorías políticas, y es que no
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podemos olvidar que aunque Occidente ha
ido progresando sobre la idea de racionali-
dad, los procesos de comunicación se han
ido progresivamente focalizando hacia la
emotividad y la irracionalidad. Los senti-
mientos ganan fácilmente la batalla a las
ideas: no necesitan más argumentos, pues
«los sentimientos son los órganos desde los
cuales percibimos lo interesante, es decir, lo
que nos afecta». Estrategias electorales de
Clinton, de Reagan, o de Aznar en las elec-
ciones de 1996, ponen de manifiesto el uso
del juego de los sentimientos, al que habría
que unir el también frecuentemente utiliza-
do recurso al humor.

Bajo la denominación de «los juegos de
disfraces», Javier del Rey distingue los «he-
chos» de las «verdades», ambos utilizados de
forma confusa en la práctica y adoptados in-
diferentemente como punto de partida en la
argumentación. Junto a ellos, en el discurso
político son continuas las referencias a los
valores. Éstos se jerarquizan en función del
auditorio y pueden ser tanto abstractos como
concretos. Los abstractos, como señala Perel-
man, se adaptan mejor a los cambios en las
sociedades. Los concretos son más utilizados
por los conservadores.

Es habitual que los partidos recurran al
«juego del naufragio de los valores», es
decir, a la denuncia de la pérdida de valores
del adversario. Igualmente se utilizan valo-
res superiores para ocultar tras ellos otros
inferiores, de la misma manera que se utili-
zan los intereses generales para ocultar los
de una minoría.

Los mensajes políticos suelen incurrir en
vaguedades e incluso en contradicciones. El
autor habla de «comunicación borrosa»
para referirse a aquellas promesas o mani-
festaciones que no son ni mentira ni verdad
y que anticipan escenarios que son «reali-
dades de discurso». Miterrand es de nuevo
utilizado como ejemplo y calificado como
«el mago de la ambigüedad». También los
políticos utilizan el «juego de la verdad con
fecha de caducidad incorporada» y para de-
mostrarlo nada mejor que acudir a los men-

sajes de Felipe González a lo largo de los
años 70. Y es que el político dice la verdad
en función del guión, del momento y del
lugar en que la enuncia.

El libro finaliza con un posi-scriptum
que contiene un resumen de los juegos ana-
lizados y una conclusión tal vez demasiado
pesimista: estamos en una democracia de-
sequilibrada, en la que sólo los políticos
juegan y los ciudadanos sólo somos objeto
de sus juegos. El gran reto es transformar
la democracia lúdica en democracia lúcida,
incidiendo en la asunción por parte del ciu-
dadano de un rol más responsable y crítico
que le lleve a no ser tan fácilmente maneja-
do por los políticos.

En definitiva, el autor actualiza el gran
problema de la democracia desde el pensa-
miento griego, recubierto con los oropeles
de una sociedad mediática y en la que la
política es un auténtico espectáculo. El li-
bro aporta, por tanto, una visión comple-
mentaria de alguna de las tesis ya analiza-
das, entre otros por Giovanni Sartori, el
cual reflexiona en su último libro, Homo
videns, sobre la transformación del papel
del ciudadano en una sociedad mediática y
determinada en gran medida por la presen-
cia de la televisión.

Pienso que no sólo el ciudadano debe
mantenerse alerta ante estos «juegos de los
políticos», aunque evidentemente una ma-
yor madurez democrática contribuiría a una
mejora del funcionamiento del sistema,
sino que también los propios políticos, y
sobre todo las grandes maquinarias que los
sustentan, han de depurar gran parte de sus
comportamientos. Lo que está claro es que
el sistema democrático ha de evolucionar
en muchas de sus pautas y reglas de acuer-
do con los cambios que, sobre todo en el
plano de la comunicación, se han producido
en las sociedades postindustriales. Lo que
es inadmisible es que la democracia se siga
sustentado sobre los pilares normativos y
estructurales que condicionaron su origen.
Las maneras de hacer política en las socie-
dades de final de siglo poco, o nada, tienen
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que ver con las que predominaron en las
democracias liberales del xix. Y no sólo los
ciudadanos, sino también los políticos, y
gracias a éstos los instrumentos legales, han

de adecuarse a una realidad que supera
cualquier ficción normativa.

Octavio Solazar Benítez

JOSÉ CARLOS RUEDA (ed.): Legislación electoral española, Ariel Practicum, Barcelona, 1998,
231 págs.

Como sostiene el profesor Aragón Reyes,
la comprensión histórica de los problemas
constitucionales constituye una perspectiva
inexcusable si quieren afrontarse tales pro-
blemas con rigor. En consecuencia, el cono-
cimiento de la evolución de las distintas re-
gulaciones de los procesos electorales se
conviene en obligado para cualquiera que
se adentra en el estudio de la normativa
electoral vigente en nuestros días. Sin em-
bargo, no siempre resulta viable el acceso a
los textos históricos ni en ésta ni en otras
materias, por lo que, las más de las veces, el
investigador acaba por conformarse con el
recurso a las fuentes indirectas.

Si bien es cierto que en este ámbito no
faltan excelentes recopilaciones como la de
Sevilla Andrés o Tierno Galván y estudios
de la legislación electoral española del
s. xix como el de Fernández Domínguez,
en estos momentos, cuando permanece
abierta la polémica acerca de la posible mo-
dificación de nuestro sistema electoral (que
se ha visto excelentemente reflejada en La
reforma del proceso electoral, en que apa-
recen las diversas perspectivas sobre este
asunto que salieron a la luz en las Jornadas
organizadas por el Centro de Estudios
Constitucionales), la obra aquí reseñada
constituye una incuestionable aportación al
debate teórico sobre dichas cuestiones.

El libro que edita José Carlos Rueda sale
a la luz con la intención de ofrecer una
selección de la legislación electoral españo-
la que se promulgó entre 1809 y 1977 para
regular las elecciones a Cortes Generales,
reproduciendo, asimismo, algunos frag-
mentos de los textos constitucionales histó-

ricos relativos a la elección del Presidente
del Gobierno o al procedimiento electoral.
Por ello, se prescinde de la normativa refe-
rida a la designación de representantes mu-
nicipales o provinciales. A nuestro juicio, la
opción del editor, sin dejar de ser válida, no
es la que más nos hubiese gustado, pues
podría, aun habiéndose centrado en las
elecciones a Cortes, haber incluido toda la
normativa que se generó al respecto, sin
dejar en el olvido algunas leyes, tal vez no
demasiado trascendentes, pero que hubie-
ran servido para completar el campo estu-
diado. Por contra, compartimos plenamente
el presupuesto de que el marco legal de las
elecciones no puede aislarse de las condi-
ciones en que éste se aprobó; por ello cons-
tituye un gran acierto la Introducción que
nos sitúa en la perspectiva adecuada para
analizar uno de los elementos fundamenta-
les del Estado democrático.

Resulta evidente que las elecciones, pie-
za maestra del Estado actual, tienen sus
principales puntos de referencia en los pre-
ceptos constitucionales, en la medida en
que la Prima Lex fija los aspectos funda-
mentales. Incluso, en ocasiones, la norma-
tiva electoral viene incorporada al texto
constitucional pormenorizadamente, de ahí
la necesidad de que en cualquier recopila-
ción electoral estén presentes los textos
constitucionales. Por otro lado, no podemos
olvidar que la legislación electoral recoge
aspectos de enorme interés sociológico.
Así, a modo de ejemplo, puede observarse
en relación al falseamiento electoral que la
tipificación de las infracciones electorales
no se hizo hasta el Sexenio, a pesar de que
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el delito electoral y los fenómenos acuña-
dos como pucherazo y el caciquismo siem-
pre fueron una práctica consustancial al
ejercicio del voto en España y fuera de ella.
Prácticas corruptas a las que se añadía el
llamado «voto inducido», con el cual, cuan-
do se convocaba alguna consulta, ésta ad-
quiría los caracteres de un escandaloso ple-
biscito. Al tiempo que ocurrían todos estos
desmanes permanecía profundamente arrai-
gado en la sociedad decimonónica el desin-
terés por la participación electoral que, a su
vez, contribuía a la existencia de presiones
que dirigían el sentido el voto. El legislador
electoral, a la vista de esta situación, no cejó
en los intentos de erradicar dichos abusos,
como podemos ver por el tenor literal de los
textos legales recopilados. Aunque, lamen-
tablemente, con poco éxito.

Consecuentemente, el editor incluye en
la introducción un breve pero preciso reco-
rrido histórico en el que expone los condi-
cionamientos políticos y militares que inci-
dieron en los distintos ordenamientos. Asi-
mismo, da cuenta de la aparición de las
nuevas ideas que penetran en la sociedad
decimonónica, tales como la de soberanía
nacional, o los nuevos principios de repre-
sentatividad basados en la plena participa-
ción de los ciudadanos en el proceso políti-
co —que obligaban a concebir el voto como
universal, igual y secreto—, pues todo ello
influyó decisivamente en los textos legales.

Comienza esta selección con la Instruc-
ción de 1 de enero de 1810 referida a la
convocatoria de las elecciones de Diputa-
dos a Cortes por las provincias, las Juntas
superiores de observación y defensa y las
ciudades con voto en Cortes, que puede
considerarse como la primera fuente del de-
recho electoral español contemporáneo. En
su Preámbulo se hace notar la importancia
de los comicios y, en consecuencia, de un
sistema electoral adecuado para alcanzar un
objetivo tan trascendental como «salvar a
la Patria, restituir el trono a nuestro desea-
do Monarca y (...) restablecer y mejorar

una Constitución que sea digna de la Na-
ción española».

De la Constitución de 1812 que, como
señalan Solé Tura y Aja, es importante en
sí misma por representar el comienzo del
constitucionalismo español y abrir la idea
de que el poder no puede ser absoluto sino
limitado, a la vez que responder a la volun-
tad general de la nación, se recoge el Título
III rotulado «De las Cortes». Esta Consti-
tución, aunque influyó en los movimientos
políticos ocurridos durante los veinticinco
años siguientes a su promulgación, tuvo
una vigencia extraordinariamente breve.
Abolida en 1814, restaurada desde 1820 a
1823, volvió a abolirse y a estar de nuevo
vigente de 1836 a 1837. En este lapso de
tiempo, y en especial a partir de 183.1, se
configurará definitivamente el régimen li-
beral y se desmantelará el Antiguo Régi-
men en un proceso que culminará en 1837.
Gracias al Estatuto Real de 1834, que tuvo
como función principal y casi única proce-
der a la convocatoria de Cortes, asistimos a
lo que Tomás Villarroya califica de «tran-
sición al régimen constitucional y el paso
de la sociedad feudal a la burguesa».

También encontramos en esta recopila-
ción el Real Decreto para la elección de
Procuradores, promulgado en mayo de
1834, el cual, aunque prevé una elección
que descanse sobre una base «más extensa
y más justa», no hace sino estatuir la res-
tricción del Cuerpo electoral. Como explica
el editor, en los treinta años siguientes el
derecho de sufragio es interpretado como
un derecho político elitista que se vincula a
la fortuna y a la capacidad. A este respecto
se recogen en el libro el Real Decreto para
la elección de Procuradores a las Cortes,
de 1834, y la Ley electoral de 1837. Sin
embargo, echamos en falta el Real Decreto
de 1836, de gran importancia por cuanto
permite que se celebren las primeras elec-
ciones directas en España, la presentación
pública de los candidatos o la formación de
listas electorales.
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En cuanto a la Constitución de 1845, que
recoge, como afirma Posada, la fórmula doc-
trinaria de soberanía compartida de las Cortes
con el Rey, en ella se establece que las mismas
se organizarán en dos Cuerpos colegisladores,
con la peculiaridad de que la Cámara Alta
sena designada por el Rey. Tras este texto, en
relación con la elección de los Diputados, se
promulgó la Ley electoral para el nombra-
miento de Diputados a Cortes de 18 de marzo
de 1846, y hasta que en 1865 se aprueba la
Ley electoral de 18 de julio, ninguno de los
proyectos presentados con posterioridad logró
la aprobación. Como subraya Rueda, la Re-
volución de 1868 fue la revolución del sufra-
gio universal que se mantuvo como elemento
rector de la vida política, cuya formulación
constituyó «la culminación del pleno recono-
cimiento de los derechos civiles y sociales que
igualaban legalmente a la ciudadanía». Este
sentir se recoge en varios de los textos inclui-
dos en el presente libro, como, por ejemplo,
la Ley electoral de 1870 o el Proyecto de
Constitución Federal de la República espa-
ñola de 1873. Sorprendentemente, en esos
momentos en que la normativa electoral refe-
rida prevé el castigo de los delitos electorales
fue cuando el fenómeno del pucherazo y la
injerencia gubernamental constituyeron la
práctica más usual. Además de los textos an-
tedichos aparece la Ley sobre convocatoria de
Cortes Constituyentes de 11 de marzo de
1873, cuyos rasgos más destacables son su
respeto de la Constitución de 1869 y la pro-
clamación del unicameralismo.

Tras la Constitución de 1876, que estuvo
vigente durante 47 años —hasta el golpe de
estado de Primo de Rivera en septiembre de
1923—, el régimen electoral se configuró
por medio de la Ley electoral para Senado-
res de 1877, la Ley restableciendo con ca-
rácter provisional la electoral de 18 de ju-
lio de 1965, promulgada en 1877, y la reac-
cionaria Ley electoral de 1878, todas ellas
presentes en la obra que comentamos. No
encontramos, sin embargo, la Ley electoral
de 31 de julio de 1887, al continuar la se-
lección con la Ley electoral de julio de

1890, cuya característica más sobresaliente
radica en la instauración del sufragio uni-
versal masculino directo, ampliándose así
el Cuerpo electoral.

Ya entrado el s. XX, la Ley electoral de 8
de agosto de 1907 introduce en España nue-
vos mecanismos para garantizar la pureza
del proceso, como la reforma de la consti-
tución de las Juntas del censo y la interven-
ción del Tribunal Supremo en la calificación
de las actas. Sin embargo, no logró corregir
las disfuncionalidades del sistema que coad-
yuvaban a los abusos tradicionales. Se la co-
noce como la «Ley Maura» y, sin duda,
constituye el antecedente más inmediato del
RDL 20/1977, de 18 de marzo, puesto que
se derogó expresamente por la disposición
final tercera de éste que, a su vez, resulta el
precedente de la actual LO 5/1985.

Además de todos los textos legales hasta
aquí referidos, en el libro se incluyen el
Decreto de convocatoria de la Asamblea
Nacional de 1927, el Decreto de convoca-
toria de Cortes de 1931, el Decreto de mo-
dificación de la Ley electoral de 1907, la
Constitución de ¡a 11 República española y
aquellas leyes que regulaban las votaciones
durante el Régimen de Franco, las cuales,
creemos que, en rigor, no pueden ser cali-
ficadas de «legislación electoral».

Consideramos que con esta selección el
libro Legislación electoral española (1808-
1977) se convierte en una acertada propues-
ta en un terreno como el derecho electoral,
necesitado de estudios que se lleven a cabo
con rigor histórico. Sin duda se trata de una
obra bien editada por J. C. Rueda, quien
hace gala de un excelente sentido crítico en
su Introducción y de una encomiable escru-
pulosidad en la presentación de los textos.
Todas ellas cualidades que la convierten en
una obra que, desde nuestro punto de vista,
puede ser considerada como una importante
aportación a esta disciplina que, estamos
seguros, agradecerán todos aquellos que se
interesen por ella.

María Vicenta García Soriano
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MIGUEL DOMÍNGUEZ-BERRUETA y otros: Constitución, Policía y Fuerzas Armadas, Marcial
Pons, Madrid, 1997, 531 págs.

Abordar lo militar desde la perspectiva
del Derecho resulta una empresa en absolu-
to sencilla. En el ámbito de la defensa se da
una sobredimensión del principio de efica-
cia; todo el Derecho militar queda modula-
do por este principio de una manera ex-
traordinaria. Esta particularidad dificulta el
tratamiento de lo jurídico-militar; además,
a esta complejidad se añade el fuerte —si
no excesivo— peso de lo político, lo histó-
rico y lo sociológico en esta materia. Preci-
samente, esta influencia se ha dado de for-
ma pronunciada en España. En nuestro con-
creto marco constitucional, la fuerte
proyección de la historia y la política en la
regulación militar desembocó en una «ano-
malía (o más bien patología constituyente
en todo lo referente a temas del ordena-
miento constitucional militar)» —así, Fer-
nando Pablo, en esta obra, pág. 417.

Tal y como se concluye en el libro que
aquí se comenta, estas serias dificultades
jurídicas del ámbito castrense implican que
no haya respuestas definitivas en materia
constitucional militar (pág. 503). A pesar
de ello, lo cierto es que, pese a no lograrse
definitivas soluciones, mediante obras
como ésta se facilita el fin de llevar la «ra-
zón de las armas» al campo de «las armas
de la razón jurídica» (1). Mediante estudios
como el que ahora se comenta se logra dar
pasos firmes en favor de la «conquista»
para el Derecho de la materia militar.

Los aludidos factores de complejidad o,
cuando menos, de intensa especialidad pa-
recen haber contribuido a que no sean mu-
chos los civiles que hayan dedicado sus es-
fuerzos a la investigación jurídico-constitu-

cional en materia de Defensa. No hace mu-
cho, apareció un excepcional y extenso tra-
bajo a cargo de David V. Blanquer Criado
[Ciudadano y soldado. La Constitución y el
servicio militar, Civitas, Madrid, 1996 (2)];
dicha obra ha pasado a constituir un refe-
rente esencial de toda reflexión jurídica so-
bre la materia militar. Más reciente es la
publicación objeto del presente comentario:
Constitución, Policía y Fuerzas Armadas;
bajo este título han sido publicados diver-
sos estudios realizados por un conjunto de
investigadores encabezados por el catedrá-
tico de Salamanca Domínguez-Berrueta.

Para quien —como el que suscribe— lo
relativo a las Fuerzas Armadas es objeto de
interés jurídico, la aparición de este libro
suscitó un enorme atractivo. Los valiosos
estudios que venía realizando el menciona-
do catedrático con Fernández de Gatta, Fer-
nando Pablo y Nevado Moreno incremen-
taron el interés por este libro. De ahí, puede
entenderse cierta desilusión al advertir que
la mayoría de los títulos que se incluían en
esta obra se correspondían con trabajos ya
publicados con anterioridad. De igual for-
ma, cabe significar que, salvo alguna ex-
cepción, es una verdadera lástima que estos
autores no nos hayan obsequiado con la
actualización de sus anteriores trabajos (3).
Hubiese constituido un auténtico regalo
doctrinal la posibilidad de apreciar el pare-
cer de estos investigadores tras ocho, diez
o incluso quince años de cambios legislati-
vos, jurisprudenciales y apariciones doctri-
nales.

A pesar de cierto desencanto que puede
producirse respecto de este libro —por los

(1) Esta terminología es empleada por DAVID V. BLANQUER: Ciudadano y soldado. La Constitución
y el servicio militar, Civitas, Madrid, 1996, pág. 26, perteneciente al prólogo de esta obra.

(2) Tuve ocasión de realizar un comentario del mismo en la Revista de Estudios Políticos (Nueva
Época), núm. 97, julio-septiembre de 1997. págs. 399-405.

(3) Sí que se ha actualizado el primer estudio de los que consta este libro, el relativo a la organización
administrativa de la defensa, págs. 33-72.
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anteriores motivos— resulta del todo posi-
tivo reunir en un libro un importante con-
junto de publicaciones sobre lo militar. En
primer lugar porque no siempre resulta sen-
cillo hacerse con una cantidad importante
de trabajos dispersos, tanto espacial como
temporalmente. En segundo lugar, porque
gracias a esta publicación puede percibirse
la calidad y homogeneidad mantenidas por
parte del grupo investigador, desde sus pri-
meros trabajos hasta los más recientes. Al
mismo tiempo, a quienes ya conociesen la
obra anterior de estos autores cabe advertir
que en el libro ahora comentado se incluye
tanto algún estudio inédito (4) cuanto un
prólogo a cargo de Parada Vázquez que no
tiene desperdicio alguno; quien suscribe no
puede evitar realizar sobre este prólogo al-
guna reflexión.

Antes de ello, hay que significar, tam-
bién, que el verdadero objeto de esta obra
se centra en lo militar y la Constitución. Tal
y como reza su título, el libro viene referido
tanto a las Fuerzas Armadas como a la Po-
licía. No obstante, el peso de «lo militar» a
la hora de abordar lo policial es evidente,
pues la atención en materia de seguridad
pública se centra básicamente en la existen-
cia de institutos y cuerpos sometidos a la
disciplina militar (posibilidad constitucio-
nal recogida en los artículos 28 y 29 CE).
En consecuencia, en este libro queda en
alguna medida desatendida la vertiente «no
militar» de las Fuerzas y Cuerpos de Segu-
ridad (en adelante FCS); en particular, se
echa en falta la atención a cuestiones cons-
titucionales de tanta relevancia como pueda
ser el desarrollo autonómico y local del mo-
delo policial español.

Como se ha significado, las reflexiones
de Parada Vázquez en su contundente pró-
logo bien merecen algún comentario. Para-
da opta por una construcción de corte insti-

tucional, por así decirlo, una línea que im-
plicase unas FAS y unas Fuerzas policiales
menos constitucionales pero —al menos
para este autor— más eficaces en sus come-
tidos. En este prólogo late una total descon-
fianza sobre la eficacia de unos cuerpos
armados en los que se proyectasen con ple-
nitud los contenidos constitucionales, en
particular, los derechos y libertades.

Parada concibe el artículo octavo de la
ley de leyes (cuya ubicación tantos quebra-
deros ha ocasionado en la doctrina) como
una voluntaria atribución a las FAS de un
carácter jurídico-institucional. Según este
autor, la atribución de un carácter institu-
cional a las FAS sirvió para frenar un inu-
sitado avance democrático en este ámbito.
En esta línea, Parada califica como «ten-
denciosa» la posterior corriente doctrinal y
política que ha subrayado el carácter admi-
nistrativo de las FAS, acusa a esta posición
administrativista de haber generado no po-
cos problemas tanto en la institución militar
cuanto en el modelo policial español.

La importancia que concede este autor a
la eficacia militar sobre los derechos y li-
bertades le lleva a criticar la desaparición
de los castrenses Tribunales de Honor. A su
juicio, la extinción de los mismos está cau-
sada por la mercantilización de nuestra so-
ciedad, exenta de cualquier tipo de valores.
También considera negativa la decisión de
aplicar un modelo «degenerado» de función
pública civil para el ámbito militar (llevada
a cabo mediante la Ley 17/1989). Afirma
Parada que, tanto para la Administración
civil como para la militar, se precisa volver
al modelo napoleónico de función pública,
en el que primaba la entrega al servicio
sobre los intereses personales del funciona-
rio. En referencia a la disciplina militar,
afirma que los enormes progresos en favor
de las garantías constitucionales han arrui-

(4) Así, al margen de la presentación y el epílogo, son inéditos los trabajos que constituyen el
capítulo 3 de la primera parte, relativos al modelo de función pública militar (págs. 187-264) y al régimen
disciplinario militar (págs. 265-297). Estos estudios en buena medida resumen el contenido del estudio
de PEDRO T. NEVADO MORENO: La función pública militar, Marcial Pons, 1997.
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nado el ejercicio de la potestad disciplina-
ria.

La misma línea crítica adopta la lectura
que realiza Parada del modelo policial es-
pañol. Su percepción de la eficacia militar
o policial parece eximir a todo este ámbito
de la carga de los derechos y libertades o,
incluso, del propio desarrollo autonómico.
Al fin y al cabo, para este autor, son las
armas que portan militares y policías las
que determinan su régimen; por ello, afir-
ma, al asumir éste voluntariamente se les
impide invocar lesión alguna de derechos
humanos (pág. 18). Resulta concluyente su
negativa valoración del actual modelo poli-
cial: «nunca hicieron menos y nos han cos-
tado tanto».

Parada inicia su prólogo con una muy
afortunada invitación al debate intelec-
tual (5). La naturaleza del presente escrito
sólo permite enunciar algunas ideas nuclea-
res en favor de la «sana» contradicción a
que alude el insigne catedrático. Para ello,
resulta oportuno reiterar algo que se afirmó
hace ya muchos años: «La organización de
las fuerzas militares depende del grado de
civilización» (6); habrá que adaptarla, pues,
a la civilización de los derechos y libertades
y del principio democrático.

En esta dirección, me parece oportuno
recordar que los ejércitos acabaron ade-
cuándose a los principios enunciados en el
Estado liberal, en un proceso no exento de

dificultades. Así, frente a concepciones ab-
solutistas, la disciplina militar pasó incluir
en su seno la sumisión al Derecho y al po-
der civil, a la vez que excluía los castigos
corporales y la obediencia ciega. Posible-
mente, al inicio de este proceso de adapta-
ción, resultaba más eficaz —o al menos lo
parecía— un ejército con sumisión absoluta
al jefe y que quedase al margen de la legi-
timidad del poder. Sin embargo, se acaba-
ron imponiendo las exigencias liberales, sin
que resultara gravemente afectada la efica-
cia militar.

Al igual que la fuerza militar se adaptó a
los principios liberales, aun con indudable
retraso e incomodidad, acabará adaptándo-
se a la actual civilización occidental demo-
crática, la de los derechos y libertades. Para
que ello se lleve a cabo sin mayor coste de
la eficacia es posible que haya que esperar
a que la cultura democrática siga transfor-
mando la sociedad; mas, sin duda, la insti-
tución militar acabará asumiendo los costes
de adaptarse a esta nueva civilización, a la
«sociedad democrática» de la que habla el
Convenio de Roma, a la «sociedad demo-
crática avanzada» que reza el Preámbulo de
nuestra Constitución y a la que todos debe-
mos aspirar.

Ahora bien, tras estas reflexiones cabe
señalar que los trabajos incluidos en el libro
que ahora se comenta resultan bastante dis-
tantes a las posiciones que Parada mantiene

(5) Creo que la misma bien merece ser reproducida:
«Lo importante es, en definitiva, que no decaiga el proceso dialéctico, sin el cual no hay reflexión

intelectual, sino puro autismo, donde cada cual escribe sin referirse a las opiniones ajenas, aunque se citen,
para valorarlas o para contradecirlas, y que es en lo que estamos. Se impone, pues, recuperar la contra-
dicción, que es la esencia de la reflexión, y el debate intelectual, hoy asfixiado por el exceso de información
y el miedo a la confrontación que viene del pluralismo cultural, y que lleva a la apoteosis de lo neutro.
Como vivimos bajo la permanente sospecha de la autoestima dañada, toda discrepancia con otro aparece
como políticamente incorrecta, máxime si el discrepante se enfrenta a la opinión mayoritaria. Y si la nueva
inquisición de lo polilically corred ha empezado por reprimir el uso mismo de las palabras, qué no acabará
haciendo con las ideas. Queda, pues, advertido el lector sensible que las opiniones que a continuación va
a leer pudieran ser, al menos, políticamente incorrectas y lesionar su delicada conciencia progresista.»

(6) Sentencia atribuida a VON DEL GOLTZ en Luis PUMAROLA ALAIZ: Democracia y Ejército (Vulga-
rización sobre los fines y medios del Ejército en la sociedad actual), Católica Toledana, Toledo, 1928,
pág. 9.
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en su prólogo. Los autores de esta obra
afirman con rotundidad que la Constitución
ha supuesto en el ámbito militar un «impac-
to profundo, vivificador, extenso y perdu-
rable» (pág. 23); este pensamiento late a lo
largo de todo el libro.

La obra se divide en dos partes, una pri-
mera titulada «Las Fuerzas Armadas en el
contexto constitucional: la reforma militar»
(págs. 33-320) y la segunda bajo el título
«Organización y régimen constitucional de
la fuerza policial» (págs. 325-492).

El capítulo que inicia la primera parte
incluye dos trabajos; en el primero de ellos
se realiza un análisis de las distintas etapas
habidas en la organización administrativa
de la defensa. Se describe la línea institu-
cionista marcada por la Ley 83/1978, direc-
ción que fue continuada con la Ley orgáni-
ca 6/1980. Se detalla también la quiebra de
la anterior línea institucionista seguida por
el Gobierno socialista. Tal ruptura se inició
con la Ley orgánica 1/1984, que reformó a
la anterior; mediante ésta se reforzaron las
posiciones del Presidente de Gobierno y del
Ministro de Defensa, al tiempo que se va-
ciaba tanto el polémico mando supremo del
Monarca (art. 62 CE) cuanto el de las altas
jefaturas militares. A partir de esta reforma
se inició un proceso de administrativización
de las Fuerzas Armadas; se subrayó de al-
gún modo la virtualidad del art. 97 CE fren-
te al aparente institucionismo del art. 8 CE.
Esta línea ha proseguido con un proceso de
desconcentración y coordinación iniciado
por el RD 2206/1993, tal y como se detalla
en este estudio.

Así pues, se trata de un completo análisis
jurídico y político de la evolución experi-
mentada en la organización de la Defensa.
No obstante, no se pudo incluir en este tra-
bajo el último paso dado a través del Decre-
to de 2 de septiembre de 1996 (completado
con sendos Decretos de 11 de mayo y de 7

de junio de 1997). Dichas normas han in-
troducido criterios de reducción de gasto y
racionalidad con el fin de obtener la máxi-
ma eficacia en el funcionamiento del De-
partamento de Defensa.

Particular interés suscita el segundo tra-
bajo de este primer capítulo, que aborda «el
control jurídico constitucional de la transi-
ción militar». Bajo este título se afronta de
una forma muy positiva el tradicional deba-
te en materia constitucional militar: la con-
sideración institucional o administrativa de
las Fuerzas Armadas. Este trabajo fue, a mi
juicio, el primero que puso de manifiesto la
verdadera proyección jurídica de una u otra
caracterización de las Fuerzas Armadas. En
el mismo se constata el peso de la conside-
ración institucional en la jurisprudencia del
Alto Tribunal, así como se propone superar
esta polémica constitucional (administra-
ción vs. institución) a través de la noción de
«poder público».

No cabe duda de que la intención perse-
guida con esta propuesta resulta claramente
positiva: se pretende afirmar una completa
normatividad constitucional para el ámbito
militar y, a la vez, resolver el problema de
ubicación de la jurisdicción militar. Sin em-
bargo —aprovechando de nuevo la invita-
ción de Parada al debate—, entiendo que el
camino elegido en este trabajo no resulta el
idóneo. No acaba de entenderse cómo una
construcción que pretende superar las «fra-
gilidades» administrativistas (7) parte de
los propios presupuestos que pretende su-
perar. Y es que para dar basamento a la
caracterización de las FAS como «poder
público» se acude a la legitimidad democrá-
tica que ostenta la «Administración militar»
(págs. 101-102), a la vez que se afirma que
no se niega que las FAS sean tal Adminis-
tración (pág. 99).

En mi opinión, y a pesar de lo positivo
de la intención, no hace falta acudir a cons-

(7) Así valora la posición administrativista PEDRO T. NEVADO MORENO: La función pública militar...,
cit., en las págs. 41-42.
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tracciones como la de «poder público» para
superar antiguas controversias. La cuestión
radica en apreciar que el hecho de que las
Fuerzas Armadas sean una institución (lo
que para mí resulta incontestable) resulta
perfectamente compatible con que ésta
haya sido constilucionalizada como inte-
grante de la Administración militar (y, por
ende, sea «poder público»).

Al final de cst; trabajo, parece que los
autores se rindan a las innegables proyec-
ciones jurídicas institucionalistas (cfr.
pág. 108); ahí se admite que es preciso que
la esencia de los ejércitos quede protegida,
aun al precio de mitigar la normatividad
«positiva» de la Constitución (normativi-
dad defendida a le largo de todo el estudio).
De lo que se trata —a mi juicio— es de
advertir el alcance jurídico-constitucional
que tiene el hecho que las FAS sean una
institución. Así, se debería concluir que una
caracterización jurídico-institucional no
niega ni limita el alcance de lo dispuesto en
la norma supremí, sino que, precisamente,
facilita la determinación de los contenidos
normativos de la ley de leyes ahí donde,
precisamente, la Constitución, por su pro-
pia naturaleza, no llega.

Y es que la recepción constitucional de
las FAS implica el reconocimiento de la
disciplina militar, la unidad, la jerarquía, los
valores militares, la neutralidad política,
etc.; no es menester que estos caracteres
propios de la institución militar se recojan
expresamente en el texto constitucional.
Ahora bien, ello no obsta para que, en todo
caso, el alcance de estos elementos quede a
expensas de su necesaria armonización e
integración con el resto de los contenidos
de la norma suprema. La Constitución ad-
mite la disciplina o el honor militar, eso sí,
cohonestados con el resto de los contenidos
de la ley de leyes.

Llegan a afirmar los autores en este estu-
dio que «toda particularidad o especialidad
[...] debe ser susceptible de hallar justifica-
ción y fundamentación expresa en la propia
Constitución» (pág. 103) (8). Entiendo que
la exigencia del reconocimiento expreso de
cada especialidad militar resultaría rígida o
rigurosa en exceso. Quizá, en esta línea de
pensamiento, las reflexiones más actuales
que dan inicio a este libro parecen relativi-
zar esta rigidez de lo expreso. Así, en la
introducción, los autores admiten que las
particularidades militares pueden deducirse
ya tácitamente, ya de la integración del tex-
to constitucional (pág. 25), por lo cual, ya
no se mantiene la rigurosa exigencia de la
formulación expresa de toda singularidad
militar.

Un exhaustivo y amplio estudio, que
constituye el capítulo 2 de esta primera par-
te, recoge la evolución de los Tribunales de
Honor militares antes y después de la actual
Constitución de 1978. Para su autor, Do-
mínguez-Berrueta, estos polémicos tribuna-
les constituyen un ejemplo de cómo debe
integrarse lo militar en el actual ordena-
miento constitucional. A mi juicio, una ade-
cuada aceptación del institucionismo jurídi-
co en la línea arriba indicada podría haber
supuesto un marco claro con el que se podía
haber abordado este encomiable trabajo. Y
es que los Tribunales de Honor representan
una excelente muestra de que las institucio-
nes sólo se mantienen en la medida en la
que sean permisibles para la Constitución.

El artículo 26 de la ley de leyes admite
de forma tácita los Tribunales de Honor
militares (aunque Domínguez-Berrueta
mantenga lo contrario, sin mucha convic-
ción, cfr. pág. 150, y antes, en la pág. 110).
Ahora bien, la institución de los Tribunales
de Honor que la Constitución admite en
absoluto está eximida de respetar artículos
como el 24 y el 25 CE —entre otros—. En

(8) En otras partes del libro se reitera esta idea de exigir que las especialidades militares deban ser
recogidas en la Constitución de forma expresa (así, en el tenor del enunciado del epígrafe del capítulo 3
o en la pág. 411).
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consecuencia, la ley de leyes permite la
existencia de unos órganos que respetando
los derechos y libertades cumplan la fun-
ción de velar por el «honor militar» admi-
sible constitucionalmente. La admisión tá-
cita de los Tribunales de Honor militares no
implica, pues, admitir los tradicionales tri-
bunales, sino una suerte de Tribunales de
Honor constitucionalizados, en modo algu-
no semejantes a los anteriores.

La propia evolución legislativa y juris-
prudencial, que con tanto rigor se recoge en
este estudio, parece ratificar la percepción
aquí sostenida: los Tribunales de Honor,
que se entendían admisibles constitucional-
mente, vaciaban en tal medida su antigua
significación que el legislador optó por ha-
cerlos desaparecer. A pesar esta extinción
legal, cabe advertir que, a modo de Tribunal
de Honor constitucionalizado, aunque sin
tal nomenclatura, existen hoy los expedien-
tes gubernativos, capaces de provocar una
sanción extraordinaria (regulados en los
arts. 59 y 60 de la LO 12/1985, de Régimen
Disciplinario Militar).

Respecto de este estudio cabe señalar,
por último, que no cabe duda de que a su
autor le hubiera gustado incluir —y entien-
do que criticar— la reciente sentencia del
Tribunal Constitucional 151 /1997, de 29 de
septiembre (en la que se huye de la cuestión
de los ya extintos Tribunales de Honor mi-
litar, si bien aborda el «honor militar» en
sí). Esta sentencia anula la expulsión de un
Capitán del ejército por adulterio, expulsión
que resolvió un Tribunal de Honor y que
fue confirmada por el Tribunal Supremo,
un caso seguido exhaustivamente en este
trabajo.

En el tercer capítulo de esta primera parte
relativa a las FAS se incluyen dos trabajos,
inéditos, respecto del modelo de función
pública militar y del régimen disciplinario
militar.

Sobre la función pública militar resultan
particularmente interesantes las considera-
ciones de Nevado Moreno sobre el servicio
a la comunidad política que presta la Admi-

nistración militar (págs. 188 y ss.) Resta,
quizá, acabar de vincular el carácter servi-
cial de la Administración militar con la ciu-
dadanía; con ello se facilitaría la acomoda-
ción de la función militar al sistema demo-
crático. A mi juicio, tal operación se puede
fundamentar haciendo hincapié en que el
Estado al que la fuerza militar tiene la mi-
sión de defender no es otro que el social y
democrático de Derecho (art. 1.1." CE).
Esta construcción, que subraya como obje-
to de defensa al Estado constitucional, en-
tiendo que puede deducirse de una lectura
integral del art. 8.1.° CE.

Frente a la visión negativa de Parada
Vázquez, Nevado considera el modelo ins-
taurado por la Ley 17/1989 como un nuevo
paso en la historia militar española, que re-
define a las FAS en favor de la moderniza-
ción, reorganización y adaptación al orden
constitucional. Percibe el autor de este es-
tudio una bien intencionada tendencia a ho-
mogeneizar la función militar con la fun-
ción civil (págs. 262), pero que implica, sin
embargo, negativas disfuncionalidades.

Señala también Nevado que esta homo-
geneización con la función civil no se ha
dado precisamente en materia de derechos
y libertades (pág. 262). lin la presentación
del libro se afirma que «el punto final» del
proceso de constituciona.ización de lo mi-
litar en España se ha dado con la abolición
legal de la pena de muerte para tiempos de
guerra (pág. 26). Por contra, a mi juicio, el
paso definitivo se dará cuando se reconozca
al militar un estatuto de derechos y liberta-
des verdaderamente acorde a una sociedad
democrática. Creo no pecar de atrevimiento
afirmando que, a medio plazo, el modelo
profesional de FAS exigirá una mayor aper-
tura de los cuarteles al mundo de los dere-
chos y libertades. Las más recientes noti-
cias no hacen más que apuntar esta direc-
ción.

Al margen de estas consideraciones, Ne-
vado realiza un soberbio estudio tanto del
régimen de adquisición y pérdida de la con-
dición militar cuanto de la ordenación de la
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profesión en categorías y empleos, así
como en cuerpos y escalas. Resultan cierta-
mente fundadas sus críticas respecto del sis-
tema de promoción y carrera profesional, al
que acusa de rigidez y complejidad, así
como de cierto clasismo.

El trabajo siguiente —también incluido
en el capítulo tercero— hace referencia al
régimen disciplinario militar (hoy día en
estado de revisión por el legislador). Los
autores de este estudio recogen la importan-
te «ascendencia constitucional» (pág. 297)
que se ha dado en la materia. Así, analizan
tanto la naturaleza y régimen de la potestad
disciplinaria militar cuanto su desarrollo le-
gislativo, llevado a cabo por la mencionada
LO 12/1985, se concluye este estudio con
una positiva valoración de conjunto del es-
tado de la materia.

Se cierra esta primera parte relativa a las
FAS con un erudito trabajo sobre la empre-
sa pública en el sector de la Defensa (Capí-
tulo IV). El artículo 126 CE permite que se
dé un fuerte intervencionismo estatal sobre
las empresas de armamento; resulta esta
área, pues, un buen ejemplo para apreciar
cómo el principio de necesidad de defender
el Estado afecta a todos los órdenes, incluso
el económico. Cabe recordar que los más
recientes acontecimientos indican una fuer-
te reestructuración del sector económico de
la defensa, donde se dan claras tendencias
privatísticas y transnacionales (marcadas
por una muy reciente fusión de las indus-
trias europeas).

Tras este estudio, se abre la segunda par-
te de esta obra, relativa a la «organización
y régimen constitucional de la fuerza poli-
cial». El capítulo que inicia esta parte rea-
liza una lectura de la evolución histórica del
modelo policial español, como sabemos, no
muy alejado del ámbito militar. De igual
modo, en este primer capítulo se realiza una
lectura del modelo policial español instau-
rado por nuestra Constitución de 1978. Tal
y como ya percibían estos autores —este
trabajo es previo a la LO de 1986, de
FCS—, nuestra Carta Magna abrió una se-

rie de indefiniciones que, años después, si-
guen proyectando sus negativas consecuen-
cias. En este sentido, cabe hacer referencia
a los vacíos constitucionales respecto del
modelo policial autonómico (arts. 148.22."
y 149.29." CE), o a la posibilidad que abre
la ley de leyes de militarizar las FCS, a la
vez que mantiene a éstas en una difícil se-
paración de las FAS (arts. 8, 28, 29 y 104
CE).

Tal y como se advirtió al comienzo del
presente comentario, el libro concentra su
interés en la vertiente militar policial. En
esta segunda parte se centra la atención y
estudio en la difícil ubicación y naturaleza
de los «institutos» o «cuerpos» sometidos a
la disciplina militar, tal es el caso de la
Guardia Civil. En el primer trabajo que se
incluye en el capítulo 2, se analizan los
complejos equilibrios realizados por el Tri-
bunal Constitucional dada la escasa clari-
dad de nuestra ley de leyes en materia po-
licial, y lo que es más, frente al desarrollo
poco afortunado de la materia por parte de
nuestro legislador. Y es que, legalmente, se
ha sometido al benemérito cuerpo tanto al
régimen disciplinario como a la jurisdic-
ción militar y, del mismo modo, se ha in-
cluido a los componentes de la Guardia Ci-
vil dentro del régimen que regula al militar
profesional (Ley 17/1989). Esta posición
del legislador resulta, a juicio de los auto-
res, «político-continuista»; entienden que
ha acabado por «aprisionar» al Alto Tribu-
nal (pág. 391).

Así, el Tribunal Constitucional, en la im-
portante sentencia 194/1989, admitió «pro-
visionalmente» la sujeción de la Guardia
Civil al ordenamiento militar. En conse-
cuencia, el legislador se ha visto obligado a
formalizar un «particular» régimen discipli-
nario y funcionarial para el personal de di-
cho cuerpo (mediante la LO 11/1991 y la
Ley 28/1994, respectivamente). Más tarde,
la sentencia 236/1994 abrió la brecha de
separación FAS-Guardia Civil, indicando
que la materia no está, en modo alguno,
cerrada.
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La posición de los autores —pág. 392—
es la de diferenciar la «naturaleza militar»
(que sólo ostentan los ejércitos, los únicos
aludidos en el art. 8 CE) de la habilitación
constitucional de someter a las FCS a la
«disciplina militar» (arts. 28 y 29 CE). En-
tienden que el sometimiento de las FCS a
la disciplina militar sólo alcanza la limita-
ción de los derechos reconocidos en los
arts. 28 y 29, así como a permitir la impo-
sición de sanciones disciplinarias privativas
de libertad (art. 25 CE). Excluyen, por con-
tra, que la Constitución permita someter a
estos cuerpos o institutos armados a la com-
petencia de la jurisdicción militar; niegan
también que puedan quedar sometidos al
régimen disciplinario propio de las FAS,
naturalmente dirigido a proteger intereses
relacionados con las funciones que la Cons-
titución les asigna (pág. 392).

A mi juicio, la mejor vía para salvar este
escollo constitucional es la de una interpre-
tación adecuada del art. 8 CE, en la que se
subraye la significación política de este pre-
cepto. El principio liberal clásico de sepa-
ración de la fuerza militar de las misiones
de orden público —que es de lo que se
trata— queda salvaguardado con la clara
distinción establecida por los arts. 8 y 104
CE. Aplicar la naturaleza organizativa de
las FAS a los FCS (que es a lo que habilitan
los arts. 28 y 29 CE) no implica una quiebra
de este principio. El artículo octavo inten-
cionadamente no incluyó a las FCS como
un cuarto ejército ahora bien, el enunciado
de este precepto no puede llegar a impedir,
por ejemplo, la existencia de unos Cuerpos
Comunes como integrantes de las FAS. Del
misino modo, tampoco el artículo 8 CE im-
pide que nuestras FAS puedan realizar mi-
sionas humanitarias de carácter internacio-
nal, pese a no ser una misión enunciada
expiesamente en dicho precepto. Todo ello,
como se ha afirmado, porque la primordial
significación de este precepto es la jurídi-
co-política, de ahí que el carácter militar de
la Guardia Civil no suponga una transgre-
sión del mismo.

El segundo trabajo que integra el capítu-
lo 2 de esta segunda parte, relativo al esta-
tuto de los policías, incluye un extraordina-
rio estudio que en 1984 realizó Fernando de
Pablo, bajo el título «Ejército, policía y li-
bertad sindical». Del mismo podría afirmar-
se cierto desfase por cuanto a la materia
policial se refiere, en tanto en cuanto a este
estudio sobrevino la LO de libertad sindical
de 1985 y la LO de FCS de 1986; no obs-
tante, este desfase queda suplido por el si-
guiente trabajo —también de este autor—,
que incluye una actualización de la materia
policial. Además, la primera parte del mis-
mo (págs. 403-431), relativa a la Adminis-
tración militar, resulta, aún hoy, de incues-
tionable interés. No en vano, no ha habido
importantes variaciones normativas, ni
tampoco muchos trabajos que expresen con
tanto acierto cuestiones tales como la sin-
gularidad de la disciplina militar respecto
de la jerarquía administrativa civil
(págs. 415 y ss.) o que encauzasen tan ati-
nadamente los problemas teóricos relativos
al estatuto de derechos y deberes del mili-
tar. De ahí que, pese al distanciamiento en
el tiempo, resulte tan recomendable esta
primera parte del estudio.

Por lo que hace referencia a la materia
sindical policial, como se ha afirmado, la vi-
sión más actual se encuentra en el trabajo
que cierra esta segunda parte del libro, es-
tudio que data de 1987, una vez aprobadas
las normas reguladoras básicas. Fernando
Pablo aborda y valora el desarrollo norma-
tivo del derecho de libertad sindical de los
funcionarios policiales tanto centrales, au-
tonómicos como municipales; esta cuestión,
a su juicio, «ha sido uno de los temas más
vidriosos con los que se ha enfrentado el le-
gislador postconstitucional» (pág. 451).

Este encomiable libro se cierra con un
epílogo, en el cual, al margen de algunas
reflexiones sobre «el olvidado art. 126 CE
y la desintegración del modelo policial» se
encuentran valiosas consideraciones sobre
la jurisdicción militar. La mencionada «as-
cendencia constitucional» en materia cas-

421



NOTICIA DE LIBROS

trense es posible que acabe, algún día, con
esta jurisdicción especial que soporta
con incomodidad las exigencias de la ley de
leyes.

Se cierra así este libro de obligada lec-
tura para quien pretenda acercarse al
«Derecho constitucional militar» [térmi-
no que empleara con acierto Casado Bur-
bano (9)]. A la vez que dar noticia del
mismo, este comentario ha pretendido
realizar alguna consideración al respecto;

se ha tomado la palabra a la invitación
que formula Parada Vázquez en el prólo-
go de esta obra. Cabe ahora esperar más
estudios sobre la materia, ámbito cuya
importancia social y perspectivas bien
exigen una mayor atención doctrinal, par-
ticularmente de cara al actual proceso de
plena profesionalización de las FAS.

Lorenzo Cotino Hueso

(9) Se hace referencia a su trabajo Iniciación al Derecho constitucional militar, EDERSA, Madrid,
1986.
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